
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 115 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRITA POR EL DIPUTADO ANUAR 

ROBERTO AZAR FIGUEROA Y LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PAN 

El que suscribe, diputado Anuar Roberto Azar Figueroa, en nombre de las y los integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los 

artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y artículos 6, 

numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta 

soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman los incisos h) e i) de la fracción 

V del artículo 115, y se adiciona un inciso j) a la fracción V del artículo 115 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, conforme a la siguiente: 

Exposición de Motivos 

El servicio de alumbrado público, que consiste en suministrar iluminación mínima necesaria en espacios 

públicos, calles y vialidades, es considerado un servicio fundamental e indispensable para la sociedad ya que 

permite una mejor convivencia en comunidad, además de que se encuentra directamente relacionado con la 

seguridad, tanto de peatones como de vehículos, toda vez que, a mayor iluminación, menor probabilidad de 

accidentes o de incidencia delictiva. 

La falta de una prestación adecuada de este servicio ha incrementado la percepción de inseguridad. En este 

sentido, la Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana (ENSU)1 , elaborada por el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía (Inegi) señala que, en julio de 2022, 67.4 por ciento de la población mayor de 18 años 

se sintió insegura en su ciudad. Además, referente a la percepción de inseguridad en espacios físicos 

específicos, la Encuesta señala que, en junio de 2022, 76.5 por ciento de la población manifestó sentirse 

insegura en los cajeros automáticos localizados en la vía pública; 70.9 por ciento, en el transporte público; 62.6 

por ciento, en el banco y 59.5 por ciento, en las calles que habitualmente usa. Por último, la ENSU señala que 

58 por ciento consideró que el servicio de alumbrado público era insuficiente. 

Como se puede observar, el alumbrado público incide directamente en la percepción social respecto de la 

seguridad al interior de una comunidad, lo que, de ser positiva, puede ser un factor importante para la atracción 

de inversiones a los municipios, ya sea porque se establezca una actividad económica o porque se incremente el 

número de negocios en la zona. 

Este servicio público es proporcionado por los municipios, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso b) de la 

fracción III del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual señala que 

“Los municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes... b) Alumbrado público”. 

En este orden de ideas, la misma Carta Magna establece la forma en que los municipios se harán de recursos 

suficientes para la prestación de los servicios a los que están obligados. Así, la fracción IV del artículo 115 

constitucional establece que “los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los 

rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las 

legislaturas establezcan a su favor...”, entre ellos lo establecido en el inciso c) de la citada fracción, el cual 

menciona “c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo”. Por tanto, los 

municipios se encuentran facultados constitucionalmente para cobrar por la prestación de los servicios que 

prestan a la sociedad, entre ellos el servicio de alumbrado público, como una contraprestación establecida a su 

favor. 



 
  

De esta forma, el derecho al alumbrado público (DAP), es una contribución que cobran los municipios por el 

servicio de alumbrado público, principalmente, para pagar el suministro de energía eléctrica, así como para 

mantener y mejorar las luminarias y redes de suministro de alumbrado. 

El cobro de este derecho es creado por el pleno de los congresos locales, los cuales facultan a los municipios 

para que, en sus respectivas leyes de ingresos, establezcan el modo de realizar el cobro respectivo, siendo estos 

la autoridad responsable de efectuar dicho cobro. Sin embargo, muchos municipios han preferido delegar, 

mediante convenio con el suministrador de energía eléctrica, hoy la Comisión Federal de Electricidad (CFE), 

para que, mediante los recibos de luz, se ejerza el cobro del DAP a quienes se encuentren registrados en su 

padrón. Cuando no es posible que la CFE realice el cobro del DAP, este lo realizan directamente los municipios 

a través de su tesorería municipal o mediante el recibo emitido por el Sistema de Agua Potable. 

De acuerdo con la CFE, este cobro del DAP está establecido en 1 mil 131 municipios, lo cual representa 48 por 

ciento de los municipios del país, y se encuentran repartidos en 21 entidades federativas, tales como 

Aguascalientes, Baja California, Campeche, Chihuahua, Coahuila, Colima, Durango, Michoacán, Morelos, 

Oaxaca, Puebla, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, México, Querétaro, Quintana Roo, Sonora, Tlaxcala, Yucatán 

y Zacatecas. 

Una forma en la que se determina el cobro de este servicio es a trave?s de fijar una tasa sobre el importe de 

consumo individual de energía o bien una cuota fija de acuerdo con lo establecido en el convenio con la CFE, la 

cual no debe exceder de 10 por ciento del monto consumido2 , lo que resulta desproporcionado e inequitativo 

para los usuarios ya que el pago de la contribución debe de ser por el servicio de alumbrado público que brinda 

el municipio en las aéreas comunes y no por la cantidad de energía eléctrica que se consuma en cada hogar, tal 

como sucede. 

Ante este tipo de cobros, se han presentado múltiples impugnaciones por el cobro del DAP en distintas 

entidades federativas, argumentando, por un lado, la invasión competencias entre las autoridades locales y la 

federación, y por otro, la inequidad ydesproporcionalidad de la contribución establecida. 

En este punto, como legisladores nos encontramos ante un doble problema, en primer lugar, el relacionado con 

la inconformidad de los ciudadanos ante un cobro injusto por el servicio de alumbrado público. 

Respecto de las impugnaciones realizadas por el cobro del DAP destacan las interpuestas, en 2020, por la 

Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) en contra de 60 leyes de ingresos de municipios del estado 

de Puebla, ya que la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN)3 , declaró la inconstitucionalidad del cobro 

de dicho servicio, en diversas Leyes de Ingresos de municipios de la citada entidad federativa, mediante las 

acciones de inconstitucionalidad, 14/2020, 87/2020 y 97/2020, al determinar que el cobro que de este derecho 

resulta inconstitucional debido a que, como se precisó párrafos anteriores, al realizarse sobre la base del 

consumo individual por hogar y no por el servicio prestado se provoca que en realidad se recaude un impuesto 

reservado a la federación y no un derecho basado en el costo del servicio público proporcionado, sin embargo, 

la SCJN reconoció la posibilidad que tienen los municipios de cobrar un derecho por la prestación de cualquier 

servicio público. 

En este orden de ideas, el segundo problema que como legisladores enfrentamos, es la falta de ingresos a los 

municipios por concepto del DAP lo que genera, al interior de estos, la imposibilidad de pagar el alto costo del 

suministro de energía eléctrica para la prestación del servicio de alumbrado público, lo que vulnera las ya de por 

sí frágiles finanzas municipales, incluso, poniendo en riesgo la prestación de otros servicios. 

En este sentido, el director general de la Comisión Nacional para el Uso Eficiente de la Energía, Odón de Buen 

Rodríguez señaló, en agosto de 2021, que el costo promedio para la prestación del servicio de alumbrado 



 
  

público es de 85.6 por ciento de los ingresos operativos de los municipios4 , lo que ha generado que los 

municipios únicamente puedan ir costeando, en ocasiones, los adeudos por concepto de luz, por lo que la deuda 

con la CFE se sigue acumulando. 

Tan solo al mes de marzo de 2020, 870 municipios de todo el país adeudaban a la Comisión Federal de 

Electricidad 6 mil 891 millones de pesos por consumo de electricidad, de los cuales, 93 eran del estado de 

México, y acumulaban una deuda por poco más de 4 mil 456 millones de pesos, lo que equivale a 55 por ciento 

de la deuda total5 . 

Es por lo anterior que, con la reforma propuesta, se busca resolver las problemáticas que se presentan 

relacionadas con el cobro del DAP. En primer lugar, al establecer en la Constitución que dicho cobro se tiene 

que realizar con base en el costo del servicio, lo que ayudará a que los municipios del país cuenten con una 

herramienta que les permita recaudar lo necesario para, en cubrir el costo por el suministro del servicio. En 

segundo lugar, la reforma permite que los municipios puedan administrar libremente los recursos obtenidos por 

el cobro del DAP, lo que les permitirá reducir su deuda con la CFE, garantizando, de esta manera, la prestación 

de otros servicios públicos. 

Como representantes de la ciudadanía, debemos buscar que los municipios de México cuenten con herramientas 

que les permitan, sin vulnerar los derechos de los ciudadanos, hacerse de los recursos suficientes para una 

correcta prestación de servicios públicos, los cuales les son mandatados prestar por la propia Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Derivado de lo expuesto, pongo a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se reforman los incisos h) e i) de la fracción V del artículo 115, y se adiciona un inciso 

j) a la fracción V del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Único. Se reforman los incisos h) e i) de la fracción V del artículo 115, y se adiciona un inciso j) a la fracción V 

del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 115. ... 

I. a IV. ... 

V. ... 

a) a la g) ... 

h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte publico de pasajeros cuando 

aquellos afecten su ámbito territorial; 

i) Celebrar convenios para la administracio?n y custodia de las zonas federales, y 

j) Cobrar, por sí mismos o mediante convenio con el suministrador de energía eléctrica, las 

contribuciones aprobadas por las legislaturas de los Estados por concepto de alumbrado público, las 

cuales se basarán en el costo por la prestación del servicio, así como administrar libremente dichos 

recursos. 

... 



 
  

VI. a X. ... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión contara? con un plazo de ciento ochenta días naturales, contados a partir de 

la entrada en vigor del presente Decreto, para realizar las reformas a la legislación secundaria correspondiente. 

Tercero. Las legislaturas de los Estados contarán con un plazo de ciento ochenta días naturales, contados a 

partir de la entrada en vigor del presente decreto, para realizar las modificaciones correspondientes a su marco 

legal conforme las disposiciones aprobadas. 

Notas 

1 Inegi, 19 de julio de 2022, “Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana. Segundo Trimestre de 2022”, 
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es-el-dap/  

3 CNDH, “Alumbrado público”, consultado en: 
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4 INAFED, 25 de agosto de 2021, “El servicio de alumbrado público en los municipios”, consultado en: 

https://www.gob.mx/inafed/es/articulos/el-servicio-de-alumbrado-publico-en-los-municipios?idiom=es  
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2022. 

Diputado Anuar Roberto Azar Figueroa (rúbrica) 

 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletin%20es/2022/ensu/ensu2022_07.pdf
http://www.mexicanconsulting.com/sabes-que-es-el-dap/
http://www.mexicanconsulting.com/sabes-que-es-el-dap/
https://www.cndh.org.mx/palabras-clave/3107/alumbrado-publico
https://www.gob.mx/inafed/es/articulos/el-servicio-de-alumbrado-publico-en-los-municipios?idiom=es
https://www.elsoldemexico.com.mx/finanzas/municipuios-deben-7-mdp-cfe-c%20onsumo-energia-electrica-estados-de-mexico-5069592.html
https://www.elsoldemexico.com.mx/finanzas/municipuios-deben-7-mdp-cfe-c%20onsumo-energia-electrica-estados-de-mexico-5069592.html

